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PRESIDE: Señor Representante Martín Lema Perreta. 
MIEMBROS: Señores Representantes Walter De León, Luis Gallo Cantera, Egardo Mier y Nibia Reisch. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Gerardo Núñez y Stella Viel. 


INVITADOS: Por el Consejo de Facultad de Psicología concurren la Decana psicóloga María José 
Bagnato, psicólogo Nelson de León, y Susana Ferrer. 


Por la Federación de Organizaciones de Familiares por la Salud Mental, señores Adriana 
Celery, María Pérez, Hugo Achugar y Homero Peyrot. 


Por la Comisión Nacional por una Ley de Salud Mental concurren las señoras Olga 
Azikian, Soledad Parietti, Fanny Azpiroz y Mónica Giordano y el señor Nelson Paradela. 


SECRETARIA: Señora Myriam Lima. 
SEÑOR PRESIDENTE (Martín Lema).- Habiendo número, está abierta la reunión. 

La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene mucho gusto en recibir a una delegación del 
Consejo de la Facultad de Psicología, integrada por la decana de la Facultad, profesora María José Bagnato, 


la licenciada Susana Ferrer, por el Orden de Egresados, y el profesor Nelson de León. 


Quisiera comentarles que esta es la primera delegación que recibe la Comisión para analizar el proyecto de 
ley sobre Salud Mental, que ya fue aprobado en el Senado. 


SEÑORA BAGNATO (María José).- Celebramos que se haya decidido aprobar una ley sobre salud mental. 
Asimismo, queremos agradecer que el Consejo de la Facultad de Psicología tenga la oportunidad de señalar 
algunos aspectos que es importante tener en cuenta, obviamente, desde la perspectiva de nuestra disciplina. 


En realidad, decidimos separar la exposición en seis puntos, considerando el texto del proyecto de ley, y voy 
a tratar de fundamentarlos. Por supuesto, sabemos que algunas cuestiones son de orden parlamentario y 
legislativo y, otras, de orden ejecutivo y programático; entonces, vamos a exponer nuestros señalamientos 
intentando tenerlas en cuenta. 


El primero de esos puntos tiene que ver con algunas definiciones conceptuales; el segundo, está relacionado 
con la referencia a los equipos de salud; el tercero, refiere a criterios de especialización; el cuarto, tiene que 
ver con el proceso de desinstitucionalización; el quinto, está relacionado con la Comisión Nacional de 
Contralor, y el sexto, con la armonización de las leyes vigentes. 


En cuanto al primer punto, nos parece totalmente adecuado que el proyecto de ley se haya denominado de 
"Salud Mental". Además, en el artículo 2” se establece una definición abarcativa y consensuada, que va en 
consonancia con lo que, desde la perspectiva de derechos, se intenta expresar en relación a un área temática 
de la salud. 


En ese sentido, observamos que de todas maneras, luego, en la ley se comienza específicamente a 
mencionar la expresión "trastorno mental", y que en el artículo 24, por primera vez, se habla de personas con 
discapacidad. Las leyes que están vigentes en nuestro país -la Ley N” 18.651, la N” 18.776 y la N* 18.418- 
incluyen entre las personas con discapacidad a aquellas que su origen está vinculado a las deficiencias o al 
área de salud mental. Por lo tanto, en esta iniciativa se habla de ellas al pasar, sin hacer referencia en este 
sentido. 


La definición de salud mental es totalmente consistente con el cambio de paradigma que se pretende 
instalar: la salud mental depende del diagnóstico, pero, sobre todo, de las posibilidades de desarrollo de la 
calidad de vida de la persona y de la inclusión -a lo que también se hace referencia en varios puntos de la ley- 
vinculados al contexto. Por tanto, la salud mental no se centra exclusivamente en el diagnóstico técnico, sino 
que también toma en cuenta -inclusive, para las intervenciones- los otros aspectos que determinan la 
condición, que puede ser de discapacidad o la vinculada a la salud mental. 


Actualmente el concepto de "trastorno mental" es técnico, por lo que puede ser discutible e, inclusive, 
modificado; un claro ejemplo de ello es el término utilizado en la ley sobre el psicópata; en su momento ese 
era el término técnico para referirse a una condición que ahora será incluida en el área de la salud mental. Por 
lo tanto, pensando en la posibilidad de que se pueda cambiar una ley que hace unos cuantos años que está 
vigente -lo decimos pensando en el futuro y en la proyección que puede llegar a tener-, consideramos que 
atarnos a un concepto técnico, que es algo que se modifica, puede ser un riesgo desde ese punto de vista que 
no va en consonancia con la definición del paradigma. No se si me explico, pero esta es la idea. 


Quisiera mencionar que se habla de "integración educativa" cuando el espíritu es hablar siempre de 
"inclusión", ya que es un término más evolucionado en la perspectiva de derechos que la palabra integración. 
Es en el único lugar que aparece la palabra "integración", y consideramos que se debería mantenerse el 
término "inclusión". 


Esto es en términos de decir que cuando se hace referencia a una ley en coherencia con las definiciones o 
los sujetos, o lo que son derechos, notamos que se refiere en tres momentos distintos a salud mental, a 
trastorno mental y a personas con discapacidad. 


En relación al segundo punto, estamos totalmente de acuerdo con la denominación de equipos de salud 
mental, que serán interdisciplinarios. Sin embargo, cuando se menciona a algún técnico se habla de médicos 
y psiquiatras y, en ningún momento, se refiere a otros integrantes del equipo de salud mental. A su vez, esto 
queda plasmado en algunas acciones contundentes en relación a las intervenciones; por ejemplo, a las 
definiciones de la hospitalización. En realidad, cuando se habla de las hospitalizaciones se hace referencia a 
unidades especializadas de psiquiatría, pero si se quiere cambiar de paradigma se tendría que hablar de 
equipos de salud mental, ya que se pretende que el enfoque sea de un equipo interdisciplinario y no 
específicamente desde el punto de vista monodisciplinario. Se debería nombrar a los integrantes del equipo 
de salud mental o, directamente, hacer referencia al equipo de salud mental. Inclusive, nos preocupa que 


cuando se habla de un equipo básico de salud mental, tampoco se hace referencia a cómo estaría integrado. 
Decimos esto porque un equipo básico, por ejemplo, podría estar integrado por uno o dos técnicos, de una o 
dos disciplinas. Por supuesto, hacemos estos comentarios en consonancia con la definición establecida en el 
artículo 2" del proyecto. 


El artículo 28 del proyecto hace referencia a la hospitalización voluntaria. En ese sentido, quiero decir algo 
que no discutí con los demás integrantes de la delegación, por lo que me hago cargo de lo que voy a expresar. 
El artículo 28 hace referencia a que la persona, voluntariamente, podrá acceder a la hospitalización, pero 
luego dice: "Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, al momento de gestionar el consentimiento 
informado para la hospitalización, se le debe hacer saber a la persona que los profesionales intervinientes 
podrán impedir su externación si se dieran las condiciones para una hospitalización involuntaria que se 
establecen en el artículo 30 de la presente ley". Nos parece que esto es algo complicado, porque la persona 
puede ingresar voluntariamente, pero no sabe si podrá egresar de la misma manera. O se pone como 
condición de lo involuntario, se pasa a otro proceso, pero si es voluntario debe serlo en toda su expresión. En 
lo personal -reitero: esto no lo comenté con mis compañeros-, me parece una contradicción. 


El artículo 30 refiere a la hospitalización involuntaria, y en el entendido de que el marco legal debe ser 
abarcativo en sus definiciones, nos parece adecuado lo que establece el literal B); sin embargo, el literal A) 
dice: "Por un trastorno mental presente, exista riesgo grave de daño inmediato o inminente para la persona o 
para terceros". En realidad, consideramos que ahí hay componentes de otra naturaleza; si bien entendemos lo 
que se quiso decir, consideramos que ello está comprendido en el literal B), que dice: "Cuando el trastorno 
mental sea severo, esté afectada su capacidad de juicio, y el hecho de no hospitalizarla pueda llevar a un 
deterioro considerable de su condición o impedir que se le proporcione un tratamiento adecuado que sólo 
pueda aplicarse mediante la hospitalización". Por tanto, pensamos que incluir la palabra "daño" a terceros no 
es bueno, ya que asociar la peligrosidad con los trastornos mentales, socialmente, tiene un componente 
estigmatizante. Tal vez, esta sea una lectura entre líneas, o que hacemos quienes trabajamos en el tema de 
salud mental -que sabemos que eso sucede-, pero nos parece que con lo que establece el literal B) es 
suficiente para la hospitalización involuntaria. En cuanto a la desinstitucionalización -hay experiencias de 
otros países que ya han avanzado en esta temática, que han hecho experiencia en este sentido-, nos parece 
que en alguna medida, sin definir un plazo, habría que establecer algunos criterios -así queda demasiado 
abierto- e implementar propuestas alternativas. 


Personalmente, considero que no se podría desinstitucionalizar a una persona de un día para el otro y que las 
condiciones de las personas que estuvieron toda la vida institucionalizadas no son las mismas que las de una 
persona que recién ingresa. Por eso creemos que debería haber un plazo. Si bien esto depende de la 
reglamentación, habría que establecer un criterio de margen para que la reglamentación lo tome en cuenta y 
no quede sin ninguna definición. 


Nos parecen muy importantes las estrategias alternativas, entendiendo que la desinstitucionalización -que 
está muy unida al Capítulo V- no es hacer afuera, en la comunidad, lo mismo que se hacía en el hospital. 
Cuando hablamos de otras estrategias de abordaje no nos estamos refiriendo solamente a las terapéuticas 
clínicas sino de los procesos de inclusión y de nuevas modalidades de trabajo para lograrlos. Atender desde lo 
terapéutico el trastorno mental, como se está definiendo, o el diagnóstico es un paso o es un componente 
esencial, pero no puede quedar ahí y eso es lo que se pretende cuando se cambia de paradigma. El cambio de 
paradigma en la salud se refiere a las intervenciones en esa línea, no solamente a mejorar las terapias, en este 
caso en psicología, que podrán ser de diferente marco teórico, pero no se limitan a la intervención terapéutica 
en ese sentido. Por lo tanto, la desinstitucionalización está muy vinculada al nuevo modelo de abordaje de la 
salud. 


Con relación al quinto punto -que está muy atado al sexto, que tiene que ver con la armonización con las 
leyes vigentes-, de acuerdo con el análisis de otras leyes a nivel de la región, entendemos que sería saludable 
que la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud Mental no estuviera en el mismo lugar que el 
rector de las políticas, por más que fuera descentralizado. Entendemos la practicidad y la competencia del 
Ministerio, pero tendríamos que pensar que no estamos hablando de nosotros como personas ni de estos 
ministerios; si pensamos en la direccionalidad para el futuro, si el contralor tiene que ver con la defensa de 
los derechos humanos y con la posibilidad de que las personas denuncien, debería estar por fuera de quien es 
rector y de quien, a su vez, propone las políticas de salud. En este sentido, nos parece más pertinente la 
Institución Nacional de Derechos Humanos como una alternativa viable dentro de lo ya existente porque una 


Comisión Nacional de Contralor tiene, precisamente, función de contralor; no habla de definición de 
políticas. 


El sexto punto que quiero señalar es que hay algunas cuestiones que se deben tener en cuenta con relación a 
las leyes vigentes porque después chocan en la implementación o en la reglamentación. Una que ya 
mencionamos tiene que ver con la inclusión; también está Ley N” 18.651, de protección integral de las 
personas con discapacidad, la Ley N* 18.776, que es el protocolo facultativo de la Convención y la anterior, 
la Ley N* 18.418, de ratificación de la Convención. En este sentido, como el proyecto de ley incluye a las 
personas con discapacidad de origen mental y ya hay disposiciones vinculadas al ámbito laboral y también a 
su promoción, debería existir un nexo, por ejemplo, en el ámbito laboral. 


Asimismo, hay otros componentes que realmente son complejos porque la Convención establece la 
definición de garantizar la capacidad jurídica de las personas con discapacidad. Inclusive, la recomendación 
al Estado -ya se hizo el primer informe país y las primeras recomendaciones a la Convención- mantiene 
manifiesta esta preocupación. Por un lado, en el proyecto se menciona que las personas con trastorno mental 
-en este caso- deben tener todos los medios -en consonancia con la Convención- y todas las herramientas 
para que la información y los apoyos sean accesibles de forma de que sea la persona la que pueda tomar las 
decisiones. Por otro, en esta área de la salud tenemos las declaraciones de incapacidad civil general que 
limitan a la persona también para el trabajo, por eso se recomienda que se puedan analizar las incapacidades 
parciales. Por ejemplo, una persona puede no estar capacitada para manejar sus bienes cuando corresponda, 
pero sí puede estarlo para el trabajo. Por ejemplo, si fomentamos el trabajo en el caso de las personas con 
trastornos mentales, pero después no pueden trabajar porque tienen declaración de incapacidad, allí va a 
haber una incoherencia, que ya existe. De hecho, en el Mides habilitan a las personas con discapacidades 
mentales a conformar cooperativas sociales, pero sus integrantes no están autorizados a firmar por tener la 
declaración de incapacidad, entonces, deben firmar los tutores. Esto está observado por el Comité de 
Derechos de las Personas con Discapacidad, entonces, debería hacerse algún link a estas cuestiones porque 
luego hacen inviable la reglamentación. 


Con relación a las armonizaciones de las leyes, en el Capítulo VII del proyecto se deroga la ley del 
psicópata, pero no la del patronato del psicópata, una ley creo que del año 1949, reglamentada en el gobierno 
de Pacheco Areco. En la medida en que se cambie de paradigma, el patronato del psicópata dejaría de existir 
para la integración; además, tendríamos dos leyes en las que se habla de proteger al enfermo mental en todas 
las etapas de su asistencia hospitalaria; hay como una cuestión paralela si no se armoniza o si se mantiene 
esta ley donde hay una adjudicación presupuestaria para su funcionamiento y tiene la capacidad de proponer 
al Ministerio de Salud Pública, etcétera. Lo mismo sucede con la ley de discapacidad que tiene la Comisión 
Nacional Honoraria del Discapacitado que debe velar por los derechos. 


Es decir, hay una serie de cuestiones que se crean que se podrían armonizar, pero redefiniendo las 
competencias o las integraciones; de lo contrario, lo más probable es que sean los mismos representantes en 
las distintas comisiones, con cometidos diferentes. En definitiva, si el modelo es cambiar, eliminar la ley del 
psicópata y mantener la del patronato del psicópata sería un poco contradictorio. 


SEÑORA FERRER (Susana).- Soy psicóloga, represento a los egresados de la facultad y me gustaría agregar 
dos puntualizaciones a lo que acaba de expresar la señora decana. 


Formo parte del gremio de psicólogos -soy la secretaria general- y quiero decir que, junto con la facultad, 
venimos trabajando desde el año 1986 para transformar la ley del año 1936. 


Cuando en el año 2015 se trabajó en el Ministerio de Salud Pública en la elaboración de un anteproyecto 
que llegó a la Cámara de Senadores, lamentablemente, lo que salió en algunos puntos retrocedió en aspectos 
que se habían logrado. Ese trabajo del Ministerio representó a toda la sociedad. Allí participaron 
organizaciones no gubernamentales, profesionales, usuarios, familiares, el Estado, a través del Ministerio de 
Salud Pública y otros ministerios. Entonces, me parece muy importante no perder de vista algo que queda un 
poco deslucido con este nuevo enfoque que tiene este proyecto porque si bien define correctamente lo que es 
salud mental, después hace referencia en todo el proyecto a la enfermedad mental. Y esta ley de salud mental, 
como cambio histórico, se tiene que referir a la salud mental de la población. Esta ley de salud mental debe 
alcanzar la totalidad de la población en las acciones de promoción, de prevención, de asistencia e integración 
social. Si nos quedamos solamente en la terminología de trastorno mental-, como señalaba la decana, estamos 
generando un espacio y una visión muy parcializada, muy técnica de una realidad que no es la total. Se habla 


de que se va a llevar a los hospitales generales un departamento de salud mental, no de psiquiatría, entonces, 
allí va a venir toda la población, no solamente quienes están o actualmente son usuarios de los asilos o de las 
instituciones monovalentes. 


Debemos pensar en una forma mucho más amplia la concepción de la salud mental, es decir, de manera 
integral. Cuando se diagnostica a una persona con trastorno mental, se está circunscribiendo a una 
determinación que no implica una palabra ingenua, sino que tiene detrás toda una postura de lo que significa 
la salud mental. Sin duda, esta ley deberá referirse a los usuarios de salud mental, que todos podemos ser. 
Estoy hablando de prevención, de promoción de salud, de asistencia y de todas las instrumentaciones a nivel 
comunitario. Esto realmente me parece importante porque cambia la postura; de lo contrario, se seguirá 
repitiendo la de la ley de 1936, es decir, se seguirá hablando del enfermo y de una concepción de enfermedad 
y salud como dos opuestos. Esta es una de las contradicciones que tiene la ley que, fue trabajada en el 
Ministerio y que de allí no salió. Quería señalar este aspecto porque nos parece muy importante y, además, lo 
hemos trabajado en la comisión del Senado. Sin embargo, lo que se aprobó en la Cámara Alta, tiene esta gran 
contradicción. Si queremos construir un nuevo paradigma, no nos debemos parar en el mismo lugar, sino en 
otro donde la interdisciplina sea la respuesta para el ser humano. La riqueza que tiene el ser humano y las 
razones por las cuales puede tener sufrimiento psíquico deben ser abordadas por diferentes visiones 
interdisciplinarias, pero también debe haber un abordaje pensado desde lo comunitario. 


El otro punto a que quiero referirme, tiene relación con el cierre de las instituciones, con el cronograma. Sin 
duda que hay que instrumentar la formación de recursos humanos y, además, donde se trabaje el tema de 
derechos humanos. Si bien mencionamos el tema de los derechos humanos, debemos poder pararnos desde la 
concepción del padecimiento del otro desde otro lugar y desde la defensa de los derechos humanos. Por esta 
razón, es fundamental tener la posibilidad de generar recursos humanos que incluyan la perspectiva de 
derechos y la implementación efectiva del trabajo interdisciplinario. Asimismo, es fundamental instrumentar 
dispositivos que permitan la rehabilitación en la comunidad. La posibilidad de generar un cambio tan 
profundo debe tener una base de redes que sostengan este cambio. Por ejemplo, si se plantea solamente que 
se va a cerrar la puerta de una institución como el hospital Vilardebó estamos diciendo algo que, 
evidentemente, no se va a cumplir; se va a cambiar de nombre pero que, en realidad, las elecciones van a ser 
las mismas. 


Quería plantear estos dos puntos fundamentales porque esta ley es de salud mental y no puede ser de 
trastorno mental o de la enfermedad mental porque, entonces, seguimos con el mismo discurso del año 1936. 


SEÑOR DE LEÓN (Nelson).- Soy docente de la Facultad de Psicología. 


Alguien decía que cuando algo se reitera es porque no ha sido escuchado. Hace veinticinco años que 
estamos en esta movida de transformación del modelo de atención, desde la salida de la dictadura. Los 
señores diputados ya conocen este tema; tenemos un plan nacional y un programa nacional del año 1985 que 
nunca pudo ser desarrollado adecuadamente. En ese momento era de avanzada. La declaración de Caracas 
fue una de las primeras de la OPS- OMS que son las que marcan el abandono de las lógicas manicomianas, 
del hospital psiquiátrico, como el hospital Vilardebó y las colonias. También tenemos una red de instituciones 
clínicas privadas de atención e internación con la misma lógica manicomial con poca visibilidad. Ahí, 
seguramente, como ha sido planteado hace muchos años, se vulneran permanentemente los derechos. Y no lo 
hemos podido transformar. 


Yo provengo de la academia pero también tengo vinculaciones con organizaciones de usuarios, familiares y 
demás, y esto ha sido desgastante aunque no frustrante porque la lucha y la necesidad de la transformación ya 
sabemos que siempre exige un esfuerzo permanente. De todas formas, este es un momento histórico. Cada 
diez años ocurren hechos desgraciados como en 1985; luego en 1995 con las muertes por frío de aquella 
época; en 2005; en 2015 con la lamentable muerte de Greco en la Colonia Etchepare por los perros, y luego 
las sucesivas muertes que siguieron produciéndose. La argentina Graciela Iglesias, presidenta del órgano de 
revisión de los derechos humanos en Argentina dice que las muertes que se producen en las instituciones 
psiquiátricas tienen que estar bajo sospecha, fundamentalmente aquellas que provienen de suicidios y que 
cuando se analizan las causas, estas no están claras. Seguramente, ello sigue ocurriendo en muchos lugares y 
países donde existen los manicomios. Nosotros queremos que se cierren los manicomios; trabajamos para 
ello desde hace años y creemos que esta es la oportunidad. 


El artículo 37 de este proyecto de ley plantea el cierre progresivo de instituciones asilares y monovalentes. 
Creemos que por ley debe haber un tope. Hace treinta años que se quieren cerrar las colonias. En la década 
del sesenta se hizo conocido un informe diagnóstico de Philip Chanoit, consultor de la OPS, y si uno observa 
el plan nacional de salud mental de la época, puede advertir que hoy está muy poco adelantado. Por este 
motivo, creemos que debe existir un plazo. Hemos manejado el año 2020 como tope tomado en consenso en 
la convención de Panamá. La reglamentación establecerá el cronograma, pero la ley debe definir un límite 
para que definitivamente se cierren las instituciones asilares y monovalentes. 


Por otra parte, esto está conectado con el órgano de supervisión de los derechos humanos. Como decía la 
señora decana, se ha dado toda una discusión inclusive dentro de un grupo donde trabajó la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y las organizaciones sociales y académicas que componen la Comisión 
Nacional para una Ley de Salud Mental -integrada por más de cincuenta organizaciones que más adelante 
van a tener audiencia con esta comisión- de si la autonomía y la independencia podían llegar a ubicarse 
dentro esa Institución. Por consenso hemos acordado y establecido una posición clara y firme el órgano de 
revisión de los derechos humanos debe estar a nivel del Parlamento, en el Poder Legislativo, porque creemos 
que ello garantiza de una forma plena la autonomía e independencia. 


Agradecemos el tiempo que esta Comisión nos dispensó. Deseamos que este sea un momento de 
transformación y que dentro de diez años no volvamos a estar con una ley que no pudo reconfigurar ninguna 
o muy pocas relaciones de poder. Hemos analizado las relaciones de la atención y la perspectiva de derecho 
que en juego. La perspectiva sanitarista no solo es psiquiatrizante porque no se trata de un problema de 
disciplina ya que muchos psicólogos nos movemos con una concepción que es fundamentalmente sanitarista; 
la perspectiva y prescripción profesional está sobre la perspectiva de ese artículo 12 que establece la 
convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, que es la capacidad jurídica. 


Nosotros hemos tratado de arrimar nuestro aporte, tomando elementos y documentos producidos en los 
últimos tiempos así como el artículo 12 de la convención. Creemos que esta ley, tal como fue aprobada del 
Senado, no está armonizada adecuadamente con la convención. Acarreará múltiples dificultades que se 
presentarán luego a nuestro país; porque si tenemos una ley de salud mental que no armoniza adecuadamente 
con la convención o con los tratados internacionales, vamos a tener muchos problemas en ese sentido. 


Creemos que en esta instancia en la Cámara de Diputados se podrá avanzar y tener en cuenta los aportes de 
las organizaciones sociales y académicas, dejando de lado a un claro bloque que tiene otra posición; esto 
debemos tenerlo en claro porque este es un campo de fuerza. Esperamos que este sea un aporte. 

Si bien en el 2015 participamos en el programa nacional de salud mental, tiene que quedar bien en claro que 
no se tomaron en cuenta los aspectos planteados desde el primer plenario, a excepción de lo del artículo 37, 
que no tiene tope. Hay mucha enunciación pero consideramos que hay que avanzar y mejorar estos aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 


Luego de que cada uno lea la versión taquigráfica, la Comisión evaluará integralmente tanto el proyecto de 
ley aprobado en el Senado como los diferentes aportes de las organizaciones que nos visitan. 


(Se retira de Sala el Consejo de la Facultad de Psicología) 


(Ingresa a Sala Caminantes, Federación de Organizaciones de Familiares por la Salud Mental) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia social tiene el agrado de recibir a una delegación de 
Caminantes, Federación de Organizaciones de Familiares por la Salud Mental, integrada por las señoras 
Adriana Celery y Maris Pérez y por los señores Hugo Achugar y Homero Peyrot. 


Luego de la aprobación del proyecto en el Senado, esta es la jornada de debut para nosotros porque estamos 
empezando a recibir a las delegaciones que quieren referirse a él. 


SEÑOR PEYROT (Homero).- Agradecemos que nos reciban para referir al proyecto de ley de salud mental 
que cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores. 


Quisiera comentar que la federación Caminantes es una asociación civil de segundo grado que reúne a los 
grupos de familiares organizados de todo el país. Cuenta con personería jurídica y trabaja desde hace más de 
doce años en apoyo de las personas con trastornos mentales severos y de sus familiares. Su tarea principal es 
apoyar la organización y la actividad de los grupos de familiares de todo el país y representarlos en los 
distintos ámbitos a nivel institucional. 


Al día de hoy integramos la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata -que aún se llama así- con dos 
representantes que hoy ocupan la secretaría y la tesorería de la Comisión, y la Comisión Asesora Técnica 
Permanente del Programa Nacional de Salud Mental del Ministerio de Salud Pública, cuya presidencia ocupa 
uno de nuestros miembros. También tenemos un representante en la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad y varias comisiones departamentales del patronato cuentan con representación de familiares, tal 
como establece la ley. En algunos casos eso se desconoce; vamos a explicarlo en el día de hoy. 


Asimismo, colaboramos activamente en varios de los grupos de trabajo que elaboraron el borrador del 
proyecto de ley de salud mental que está en consideración, junto a los representantes de treinta 
organizaciones vinculadas al área. 


Destacamos que el intercambio de opiniones sobre los diversos temas tratados fue muy rico y el resultado 
implicó un gran avance, habiéndose logrado un proyecto de consenso, más allá de las diferencias existentes, 
lo cual es sumamente importante y permite afirmar que el proyecto cuenta con un valor extraordinario. 


Quisiera solicitar a la señora Maris Pérez que relate cómo está funcionando la federación en todo el país y 
cuáles son los principales problemas de nuestro trabajo. 


SEÑORA PÉREZ (Maris).- Buenos días a todos: muchas gracias por recibirnos. Personalmente integro el 
consejo federal de nuestra organización y he sido designada en el cargo de secretaria de la Comisión 
Honoraria del Patronato del Psicópata 


Estamos aquí presentes como familiares, pero también como ciudadanos que queremos una sociedad más 
justa donde la frase "igualdad de oportunidades" no quede solo en el discurso. 


Cuando hablamos de la ley de salud mental es bueno recordar que estamos en un proceso de transformación 
y de cambios y que en eso no solo va la terminología, sino también el espíritu de la ley. Cuando uno habla de 
salud mental siempre se focaliza en el lado de la patología. Nosotros podemos dar y exponer mucho como 
familiares, porque si bien no tenemos un conocimiento académico en el tema, sí contamos con una 
experiencia válida, que es vivencial, y vemos a la salud mental desde el lado del sentido de bienestar. Tal 
como la OMS la define, la salud mental es un estado de bienestar: es estar bien con uno mismo y con su 
entorno. Ese es el camino que venimos transitando los familiares desde hace mucho tiempo en la búsqueda 
del bienestar y de facilitar la inclusión social de nuestros familiares. 


Durante muchísimos años naturalizamos -así era nuestra sociedad, pero las sociedades avanzan, progresan y 
evolucionan-, una visión meramente sanitaria y los médicos estaban formados en psiquiatría en tal sentido. 
Existía el diagnóstico, el tratamiento y no había más nada. Después venía el ocultamiento; muchas veces la 
vergúenza y a menudo el aislamiento inhumano en los asilos y en los manicomios que existían antes. 
Felizmente, hemos progresado, hemos crecido como sociedad y vemos a la salud mental desde la perspectiva 
de inclusión, de derechos, poniendo en el centro a la persona y no al diagnóstico. 


La salud mental tiene que ver con eso y la ley de salud mental es parte del reflejo del cambio y de la 
transformación que queremos hacer porque esto no solo queda en el discurso de lo sanitario, sino que 
trasciende la frontera de un diagnóstico y se transforma en un problema social ya que nuestros familiares no 
pueden trabajar, no tienen opciones, no hay oportunidades para ellos y se quedan en un nivel educativo que 
no culminan por su propia enfermedad. El tema de la vivienda y los proyectos de futuro quedan 
absolutamente coartados por una enfermedad que no se ve, que se invisibiliza: solo vemos comportamientos 
extraños y eso es algo que no queremos. 


Nos encantaría, no gustaría que esta ley se aprobara a la mayor brevedad posible y abogamos en tal sentido 
porque nos dará herramientas focalizadas en nuestros familiares: hoy estamos nosotros, pero no sabemos qué 
va a ocurrir mañana. 


Entonces, ¿qué pasa con la posibilidad de rehabilitación, de recuperación? Sabemos que se trata de un 
proceso que da frutos, pero aquí, en Montevideo, y en el interior del país -que es donde más trabajamos, 
porque está más aislado, más desprotegido, más desinformado-, aún encontramos que estas herramientas no 
llegan o llegan a medias; en cada lugar, en cada territorio, con su propia cultura y recursos, se va a medias. 
En ese sentido, una ley de salud mental sería una herramienta para enmarcar al país en algo que no solo 
tenemos como visión, sino como verdadera información. Adviértase que tenemos grupos de familiares 
prácticamente en todos los departamentos del país y abogamos para que la comisión del patronato de cada 
departamento integre a un familiar como modelo de aporte, de apoyo y de nexo con la comunidad. 


Todos nosotros debemos ser responsables de esta población vulnerable. No solo hablamos de población 
vulnerable cuando, lamentablemente, vemos personas en situación de calle o en otras coyunturas de 
vulnerabilidad. Nuestros familiares también lo son y nosotros y los médicos también porque están 
estigmatizados del mismo modo. Acá hay un estigma muy grande sobre todo lo que implica la salud mental y 
también debemos tratar de que la ley brinde humanidad a través de todos sus artículos -que es a lo que más 
propendemos- para que se puedan visualizar, visibilizar tanto a estas personas que han sido ignoradas como a 
nosotros, que nunca somos escuchados. Se piensa: ¿qué puede decir el familiar? No es un técnico, ¿qué 
puede aportar? Pero no pueden imaginar todo lo que podemos trasmitir desde la experiencia de convivir con 
nuestros familiares en las diferentes etapas en el proceso de la enfermedad. 


Insisto en que necesitamos de un marco legal a la mayor brevedad posible para que esta población, estos 
ciudadanos uruguayos, tengan oportunidades, posibilidades y se nos dé la tranquilidad de que cuando 
nosotros no estemos, ellos tendrán las herramientas para lograr su integración, lo mejor posible y, sobre todo, 
un gran nivel de autonomía. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PEYROT (Homero).- Quisiera destacar algunos puntos del proyecto a consideración. 


En el artículo 1” se garantiza el derecho a la protección de la salud mental con una perspectiva de respeto a 
los derechos humanos. 


El artículo 2” define lo que se entiende por salud mental y por trastorno mental. Para mayor conocimiento de 
la comisión, vamos a adjuntar una fotocopia de la página 23 del Manual de Recursos de la OMS sobre Salud 
Mental que se refiere a la definición de trastorno mental, sobre lo cual no existe un acuerdo universal. La 
comisión que elaboró este proyecto utilizó la frase "trastorno mental", que finalmente se recoge en la 
redacción que hoy está en consideración, en lugar de otras que estigmatizan mucho más como "enfermo", 
"enfermo psiquiátrico” o "psicópata", término que aún figura en el nombre del Patronato. 


Otro de los elementos a destacar es que de acuerdo con el artículo 25, la hospitalización no tendrá límites 
temporales, lo cual pone fin al límite discriminatorio de treinta días de internación existente hasta ahora. 


La hospitalización involuntaria está claramente establecida por el artículo 30 y siguientes que determinan en 
qué casos podría aplicarse y qué formalidades se deben cumplir. Estamos de acuerdo con que en casos de 
crisis intervengan dos profesionales en el dictamen y que se notifique dentro de las veinticuatro horas a la 
comisión de contralor, tal como está redactado en el artículo. 


Hemos escuchado otras opiniones en el sentido de que debería actuar un equipo interdisciplinario, pero en 
un caso de crisis nosotros, los familiares, preferimos que se opte por un procedimiento rápido y que luego sí, 
dentro de las cuarenta y ocho horas, sean atendidos los derechos de las personas por esa comisión de 
contralor. 


De acuerdo con el artículo 37 se prevé el cierre de las estructuras asilares y monovalentes, es decir, de las 
colonias de alienados y del Hospital Vilardebó. Actualmente ya no ingresan personas a las colonias, pero su 
cierre definitivo será un proceso largo para lo cual será muy importante la aprobación cuanto antes de este 
proyecto de ley. Cabe agregar que dentro de la federación, existe una agrupación de familiares de personas 
que están internadas en las colonias que se llama "Seremos", con integrantes de Montevideo y de San José. 


Respecto a la creación de la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud Mental, establecida en 
el artículo 39, que sustituiría a la actual Inspección General de Psicópatas, opinamos que debería ser un 


organismo independiente e imparcial, pero en aras de una pronta aprobación del proyecto y respetando los 
consensos obtenidos sobre el resto del articulado, aceptamos su actual formulación. 


Por último, reiteramos que es de urgente necesidad la aprobación definitiva de la ley, dado que tiene en 
cuenta a la persona como centro, desde una perspectiva de derechos humanos. Su elaboración logró un 
consenso respetable de treinta organizaciones que trabajan en torno a la salud mental y la iniciativa fue 
aprobada por el Senado. Desde hace décadas que la sociedad mantiene una gran deuda en un tema que no 
admite más demoras y que, hasta ahora, se mantiene invisible para la mayoría de la población: la salud 
mental. 


Como familiares de personas que padecen trastornos severos y persistentes, ansiamos lograr los cambios 
necesarios para que ellos puedan tener una vida digna y alcanzar el máximo grado de autonomía 


Muchas gracias. 


SEÑOR ACHUGAR (Hugo).- Agradezco al señor presidente y a las señoras y a los señores integrantes de la 
comisión por habernos recibido. 


Personalmente, me integré a la federación Caminantes luego de dejar un cargo que tenía anteriormente 
porque no quería mezclar las aguas. Ahora soy simplemente un familiar que viene a esta comisión a presentar 
lo que hemos conversado, en mi carácter de adjunto, de contacto, de apoyo al Consejo de la Federación 
Nacional. Creo que solo son dos los departamentos que no han logrado construir un núcleo para formar una 
asociación de familiares, ya que en el resto de los departamentos no solo la información no llega sino que las 
presiones locales de los intereses médicos son tan grandes que impiden esa formación de familiares. 


Quiero manifestar nuestro compromiso con la aprobación de un proyecto de ley que, como sucede en la 
mayoría de los casos 


——>y ustedes lo saben muy bien-, es el resultado de una negociación entre grupos con intereses y 
experiencias diversas. Eso lo hicimos durante el 2015 y antes, cuando más de treinta organizaciones nos 
juntamos en el ámbito del Ministerio de Salud Pública para discutir, negociar y llegamos a un consenso. 


En lo que respecta a Caminantes, la Federación de Organizaciones de Familiares por la Salud Mental, 
entendemos que el acento puesto en los derechos humanos es lo fundamental. Entendemos también que aun 
cuando no se trata de un proyecto que nos conforme ciento por ciento, significa un avance notorio, inclusive 
cuando no implique que vaya a funcionar como una varita mágica. 


Cuando nos reunimos en el Senado, el ex Senador Agazzi dijo que no creyéramos que con una ley se iba a 
solucionar todo. No, una ley no soluciona todo, como no va a solucionar el femicidio. Así como en el caso de 
la figura del femicidio, con esta ley lo que se necesitan son cambios de mentalidad, cambios en la sociedad 
toda. 


Los cambios culturales e institucionales que se requieren para la aprobación de este proyecto de ley no se 
resuelven exclusivamente con su aprobación, sino con la mentalidad, la formación en todos los ámbitos de la 
sociedad y en todas las corporaciones. 


Hay detalles o aspectos en el proyecto de ley aprobado por el Senado que mejoran claramente la versión 
original enviada por el Ejecutivo y en cuya redacción participamos, al menos en la etapa de consulta que se 
realizó con más de treinta instituciones. 


Sin embargo, sin querer retrasar en lo más mínimo una ley que está -como debe ser- por encima de intereses 
políticos y corporativos, pensamos que se debe expresar claramente que su entrada en vigencia debe ser 
independiente de aquellos aspectos sujetos a reglamentación. Tenemos miedo de que se diga que la ley no va 
a entrar en vigencia hasta que no estén reglamentados esos aspectos. Hay precedentes -y ustedes los conocen 
mejor que nosotros- donde la ley entra en vigencia y luego aquellos artículos que requieren reglamentación 
son posteriores. 


Por otra parte, este proyecto de ley sin ser perfecto, es bueno, aun con sus carencias o áreas problemáticas, 
como puede ser la eventual falta de autonomía de la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud 


Mental o la no atención a usuarios con doble diagnóstico, que constituyen objeto de una problemática donde 
trastornos mentales y consumo problemático de sustancias psicoactivas no deben ser considerados de modo 
separado, como lo atestiguan múltiples investigaciones científicas realizadas en los países más adelantados en 
la temática. 


De acuerdo con la letra del artículo 5%, se podría hacer una interpretación estrecha; sin embargo, hay 
documentación más que abundante. En el día de ayer me pasé varias horas consultando lo que se hace en 
Reino Unido, en España, en Suecia, en Estados Unidos, en Canadá donde el doble diagnóstico es una 
patología que no puede ser atendida como un problema de uso problemático de sustancias psicoactivas; es 
parte de los trastornos mentales. 


Me refiero a aspectos que no contemplan -como ocurre en el artículo 8”- el diálogo con las asociaciones 
civiles, los familiares y la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Hay un 
problema de acceso al trabajo. Muchos de nuestros hijos se inscriben en la Comisión Nacional Honoraria de 
la Discapacidad para poder entrar en la ley que establece el 4% para las discapacidades, pero ese porcentaje 
no se aplica -los invito a leer los llamados de vacantes que hace el Estado-, aunque sí se aplica el 8% para el 
caso de los afrouruguayos. Es decir, no se aplica la salvaguarda del acceso a la discapacidad en todas las 
vacantes que establece la ley. 


Por su parte, el artículo 37 no menciona el compromiso internacional que Uruguay confirmara y adhiriera 
en su momento respecto al plazo del año 2020 para terminar con la situación actual de la salud mental y, 
como lo señalaba el presidente de nuestra Federación el señor Peyrot, la eliminación de las instituciones 
monovalentes. 


El artículo 41 no incluye en la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud Mental a un 
representante de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo ni el artículo 46 
habilita la integración de la mencionada Institución. 


Nuestro mayor temor es que se retrase o no resulte aprobado el proyecto de ley por obtener algo 
absolutamente perfecto y conforme ciento por ciento a todos los interesados. En poco tiempo ustedes entrarán 
en el análisis de la Rendición de Cuentas, un tema fundamental para nuestro país que tendría que contemplar 
recursos para la implementación de esta ley pero tenemos miedo de que eso postergue su aprobación. Y si no 
se aprueba, seguiremos con la absurda vigencia de una ley de 1936, una ley que está vigente desde antes de 
que naciéramos todos quienes estamos sentados acá; una ley que nuestros familiares necesitan y necesitaron. 
Puedo decir que algunos de los que participaron en los debates para el anteproyecto, murieron en el lapso que 
el Parlamento se ha tomado para discutirla. Familiares nuestros que participaron el 10 de octubre en el Día 
Contra la Discriminación en Salud Mental y contra el estigma y que ya no están con nosotros. Ellos estaban 
esperando esta ley. Se trata de una ley que sigue sin atender la situación de esta población vulnerable, con 
escasa presencia en la agenda pública, salvo cuando alcanza el estado de conmoción pública en la prensa y 
hay alguna jauría en el medio que continúa siendo discriminada y estigmatizada. Lo mismo podría decirse de 
lo que sucede con el término psicópata, presente incluso en la prensa de hoy, que sigue teniendo vigencia en 
la legislación actual y que perpetúa la estigmatización y no ampara los derechos humanos de nuestros 
familiares. Se trata de un término, que ha sido desterrado del lenguaje científico y que solo sigue siendo parte 
de las peores producciones televisivas o del vocabulario de gente desinformada o simplemente ignorante. 


No queremos más demoras en la atención de una población vulnerable que no tiene la voz ni la fuerza de 
otros sectores de la sociedad uruguaya. Una población vulnerable y discriminada; una población que no da 
réditos políticos pero que forma parte de todos nosotros porque, como muy bien lo sabemos y los datos 
científicos lo demuestran, el 25% de la población sufre en algún momento de su vida un episodio grave de lo 
que algunos, a falta de mejor denominación porque no hay denominación perfecta, llaman trastornos 
mentales severos. En todo caso, de no actualizarse la ley seguiremos con la ley de 1836, perdón de 1936; 
época del paradigma del fascismo, del franquismo y de los totalitarismos. 


La sociedad podrá impunemente seguir hablando de locos, psicópatas, enfermos, seres desechables o 
invisibles; una población que incluye tanto a uruguayos como a uruguayas y no a seres humanos 
descartables. O peor, como se hacía en los tiempos en que la ley de 1936 se promulgaba, encerrándolos en las 
afueras de las ciudades, en los altillos o sótanos de las casas. 


Muchas gracias por su atención. 


SEÑOR DE LEÓN (Walter).- Sus aportes muestran una perspectiva desde el paciente y desde la familia que 
es muy importante en la valoración no solo de los derechos humanos sino también del sufrimiento que tiene 
la persona que padece este tipo de enfermedades. 


Está bien lo que dijo, podría ser de 1800 la ley porque desde la publicación de algunos trabajos es bien clara 
la intención de la institución asilar de no proteger a la persona; deshacerse de la gente que piensa distinto. 


Ustedes tienen una visión que no está tan contaminada con intereses corporativos. Yo soy médico y uno ve 
la perspectiva como médico, pero ustedes tienen la visión global. Me parecen muy razonables sus planteos. 


Es verdad, no hay leyes perfectas, pero la sociedad en que vivimos crea trastornos mentales aunque es muy 
difícil definir qué es lo normal y lo anormal. Una sociedad que, sobre todo, crea depresión, crea adicción, 
crea trastornos de conducta; el ser humano se puede adaptar a esta sociedad que estamos viviendo. 


Repito, es muy razonable lo que plantean, no hay una ley perfecta y las leyes, además, dependen de la 
sociedad y de los recursos materiales. Creo que la misma reglamentación va a permitir adaptarse a los 
distintos momentos, porque está claro que esto va a seguir cambiando. 


Fíjense que desde el año 1936, hasta ahora, no cambió nada. Yo tuve la práctica en la sala de medicina 
general y viví la época cuando en la sala empezábamos a tener pacientes con problemas mentales. Recuerdo 
que el propio personal de salud se resistía a aceptar a estos pacientes. Después se dieron cuenta de que 
muchos pacientes que tenían un trastorno importante en ese momento, pudieron llevar una vida normal, pero 
si los mandaban a una institución asilar eso se iba a volver crónico. 


El otro día tuve una experiencia que realmente me causó dolor. Un niño había sido etiquetado en un 
Hospital de referencia cuando era pequeño por tener trastornos del aprendizaje, pero no era así ya que está 
yendo al liceo, está cumpliendo con los estándares y saca buenas notas. Es decir, lo etiquetaron en un 
momento de su vida y luego todos los otros médicos, el equipo de salud y los psicólogos le siguieron 
poniendo el mismo sello y nunca fue vuelto a evaluar. El muchacho pudo salir, aún en contra de su familia, 
con el apoyo de un profesor que pudo ver que él podía. Esto, que parece una anécdota -la que no es esencial-, 
muestra lo delicado que es lo que estamos tratando y que la posición de ustedes es muy sensata. 


Muchas gracias por vuestra concurrencia. 


EÑOR ACHUGAR (Hugo).- Hay algo que dijo la compañera Maris Pérez -que estaba en el espíritu de todos 
nosotros- que quiero reivindicar. No tenemos grado en esta temática, pero ¿saben lo que tenemos? Vida 
cotidiana: veinticuatro horas al día que, en algunos casos, es de varias décadas. La vida cotidiana se aprende 
y hay una legitimidad de conocimiento. No tenemos tratados: tenemos experiencia de vida cotidiana. Solo 
quería agregar esto. 


SEÑOR PEYROT (Homero).- Cuando todos los familiares nos reunimos y empezamos a conocer la temática 
de la salud mental -antes no la conocíamos-, lo primero que nos preguntamos fue qué va a pasar con nuestro 
familiar cuando nosotros no estemos. Esta es una inquietud muy fuerte que nos agrupa a todos. Quería 
recordarlo porque también eso explica la urgencia que existe para que esta ley se apruebe, más allá de las 
diferencias que podemos seguir teniendo, respecto a una coma, a un punto y demás. 


Nosotros, desde el momento en que participamos de la elaboración del borrador del proyecto de ley en el 
Ministerio y luego durante la discusión en el Senado, pensamos que este proyecto es un gran avance. Desde 
el momento en que empezamos a trabajar con el borrador pasaron casi dos años y todavía falta la 
reglamentación, el plan de acción, los recursos, que todos los involucrados en el tema tengan la formación y 
el cierre de las Colonias va a llevar su proceso. Quiere decir que falta mucho tiempo y nosotros, 
lamentablemente, no lo tenemos. 


SEÑORA VIEL (Stella).- Nosotros participamos de la Comisión y se lo estaba comentando a la señora 
diputada. ¡Otro año más! 


Muchos estuvimos involucrados en esa Comisión. En mi caso, durante la Rendición de Cuentas, participaba 
mi asesora. Y esto es un debe muy lento. Sinceramente, uno se siente incómoda frente a esta situación porque 
con la perspectiva de ustedes, todos los que participamos pensamos que iba a ser rapidísimo. Más allá de que 


después vendrían los ajustes correspondientes, me siento comprometida y en este momento, con una tristeza 
interna porque todos tenemos algo de responsabilidad por esta temática frente a la sociedad. Reitero: todos. 


Como dije, pensé que esto iba a ser más rápido y que la parte humana se iba a dar de otra manera. Sin 
embargo, nos encontramos con todo lo científico y con esos caminitos que hacemos. Esperemos que salga lo 
antes posible. 


Hay un compromiso con la ciudadanía y con nosotros porque nadie sabe el camino de cada uno de nosotros. 
¡Nadie! No está escrito absolutamente nada. ¡Nada! ¡Nada! Y seguimos recogiendo cosas y con el miso debe. 


Agradezco infinitamente vuestra presencia en el día de hoy y haberlos visto otra vez. Con igual compromiso 
que adoptamos al principio, desde el Ministerio, seguiremos peleando este proyecto de ley, que sigue 
siéndolo aunque tengamos que pelear y discutir aquí en buenos términos y también afuera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es sumamente ilustrativo que concurran familiares. 


Muchas veces el familiar es el testigo primero, quien más puede analizar y supervisar cómo se van dando 
las diferentes políticas y cuáles son las carencias o necesidades más trascendentes. Por tanto, es una opinión 
directamente protagonista sobre un tema de esta sensibilidad. 


Se habló mucho de lo que son los derechos humanos y del cambio, no solo en la salud, sino también en la 
consideración. Y para ello es muy importante el testimonio de los núcleos cercanos y los familiares. 


Voy a dar mi opinión sobre algunos aspectos que se han manejado. Para empezar, con respecto a las 
consultas que hacía el señor Alejandro Achugar respecto a la celeridad para aprobar esta ley, quiero decir que 
la disposición ha sido total. Como pueden ver, el proyecto cuenta con media sanción del Senado. Por nuestro 
sistema bicameral, corresponde -así lo entendimos todos los miembros de la Comisión- dar la oportunidad de 
escuchar a todas las organizaciones. Y además, porque nunca está de más que otros protagonistas, en otra 
Cámara, puedan hacer una evaluación detallada para aportar. 


Soy de los que creen -lo he dicho en varias instancias- que la ley aporta, ayuda, pero no que la ley es 
salvadora ni mágica, como se ha dicho. Hay muchos aspectos de carácter ejecutivo respecto a cómo se va a 
dar el cumplimiento posterior que, en definitiva, se va a traducir en un cambio satisfactorio de acuerdo con la 
situación actual, llegando a la posibilidad de corregir. Cada uno tiene que hacer su parte y nosotros somos 
Poder Legislativo. Nuestra principal función en este caso es la de aportar la normativa necesaria para que 
cuando el Poder Ejecutivo la aplique, pueda traducir esos cambios. 


Sí digo que cuando una ley es muy linda y no se cumple, a veces hasta puede ser peor que una que no 
existe. Esto haría que se vulnerara el sistema legislativo, y por esto hay que procurar las dos cosas. Es decir 
que esta ley se de con la mayor celeridad posible -como recién se decía- y que su cumplimiento posterior 
traiga los resultados esperados que, en definitiva, son los que espera la sociedad. 


Agradecemos vuestra presencia, como hicimos la primera vez que hicimos uso de la palabra. Estamos en el 
debut de recibir organizaciones. Las puertas están abiertas y, como dijimos, es muy importante contar con la 


opinión de los familiares de pacientes. 


SEÑOR PEYROT (Homero).- Damos las gracias a la Comisión y quedamos a vuestra disposición por 
cualquier otra aclaración o lo que consideren conveniente. 


(Se retira de sala Caminantes, Federación de Organización de Familiares por la Salud Mental) 


(Ingresa a sala una delegación de la Comisión Nacional por una Ley de Salud Mental en clave de Derechos 
Humanos) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Comisión Nacional por una Ley de 
Salud Mental en clave de Derechos Humanos, representada por las señoras Olga Azikian, Soledad Parietti y 
Fanny Azpiroz. 


Con mucho gusto escucharemos los planteos que deseen realizar. 


Hemos informado a todos nuestros invitados que hoy debutamos con la recepción de delegaciones, ya que 
las otras instancias se llevaron a cabo en el Senado, en donde se le dio media sanción al proyecto de ley que 
estamos considerando. 


SEÑORA AZIKIAN (Olga).- Quiero decir que formo parte de Radio Vilardevoz, y estoy en representación de 
la Comisión Nacional por una Ley de Salud Mental, la que también integro. 


Las cincuenta y cuatro organizaciones que conforman la Comisión Nacional por una Ley de Salud Mental 
han participado del proceso de discusión e intercambio en el marco de la convocatoria del Programa Nacional 
de Salud Mental del Ministerio de Salud Pública, como así también en las audiencias que la Comisión de 
Salud Pública del Senado llevó a cabo durante 2015 y 2016 para la elaboración de una legislación de salud 
mental. 


Sin embargo, consideramos que no fueron contemplados los aspectos fundamentales para la creación de una 
nueva ley sobre salud mental, con una perspectiva de derechos que signifique un cambio real de paradigma 
en el modelo de atención. 


Por lo tanto, ante la aprobación en el Senado del proyecto de ley sobre Salud Mental -en octubre de 2016-, y 
su inminente tratamiento en la Cámara de Diputados, queremos hacer los siguientes aportes y 
consideraciones. Lo hacemos teniendo en cuenta las preocupaciones que despierta en la Comisión Nacional 
por una Ley de Salud Mental la identificación de aspectos que no armonizan con los tratados y 
recomendaciones realizados por el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y que fueron planteados por distintas 
organizaciones en el proceso de consulta llevado adelante durante 2015 y 2016. 


El proyecto de ley de Salud Mental adquiere su eje de actuación a partir del artículo 2”, y la definición de 
"trastorno mental". Consideramos que el hecho de que se considere que los usuarios padecen un trastorno 
mental produce estigmatización y patologiza el sufrimiento psíquico, ubicando a la psiquiatría como una 
disciplina hegemónica en su tratamiento. Por lo tanto, proponemos cambiar la denominación de "trastorno 
mental", por "persona usuaria del servicio de atención en salud mental". 


La denominación "trastorno mental" aparece alrededor de treinta y cuatro veces en el proyecto de ley de 
Salud Mental aprobada en el Senado, lo que presenta algunos problemas que pasaremos a detallar. 


Una ley de salud mental debe dirigirse a la población en general, y no particularizarse, como se hace desde 
el primer artículo del proyecto de ley, que dice: "particularmente de aquellas con trastorno mental". 


Dicha denominación atenta contra la perspectiva de derechos humanos que se quiere implementar, ubicando 
a los usuarios en el paradigma de lo patológico y acentuando aquello que le faltaría o sobraría a las personas 
para ser normales, lo que se opone a los fundamentos filosóficos presentes en la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Uruguay a través de la Ley N” 18.418, donde la 
discapacidad se visualiza en relación a las barreras sociales que se establecen a las personas y no en un déficit 
que se encuentra presente en ellas. 


En realidad, la denominación "trastorno mental" estigmatiza a las personas y contradice lo que establece el 
artículo 4* del proyecto de ley, que hace referencia al principio de no discriminación. 


La categoría "trastorno mental" da cuenta de la hegemonía de la psiquiatría, trasgrediendo el principio de 
interdisciplinariedad que debe tener el proyecto, a fin de que sea considerada desde una perspectiva de 
derechos humanos. 


En el proyecto también contiene contradicciones internas, dado que uno de los principios rectores -estos 
figuran en el artículo 3*- es reconocer a la persona de manera integral; en realidad, la denominación 
"trastorno mental" solo hace referencia a la persona desde una perspectiva biológico- médica. Además, este 
término también se opone a lo que establece el literal F) de este artículo, dado que la mencionada categoría 
no está reconocida interdisciplinariamente. Asimismo, se opone a los compromisos que asumió nuestro país 
en la Conferencia para la Reestructuración de la Atención Psiquiátrica en América Latina, que se llevó a cabo 
en noviembre de 1990 en Caracas, y en la Conferencia Regional para la Reforma de los Servicios de Salud 
Mental, realizada quince años después, en 2005. 


Las investigaciones realizadas en Estados Unidos dan cuenta de los procesos de medicalización producidos 
por el uso estigmatizante del diagnóstico. Los trastornos se multiplicaron estrepitosamente, generando la 
patologización de la vida cotidiana. En tal sentido, se debe tener en cuenta que en el artículo 6” del presente 
proyecto se hace referencia a los derechos que tienen las personas con trastorno mental. 


Debido a las razones mencionadas, reafirmamos la propuesta de cambiar la denominación "trastorno 
mental" por "persona usuaria", a efectos de que la ley tenga una perspectiva de derechos humanos. 


A continuación, voy a hacer referencia a algo que escribió la compañera Analía González: 


No somos trastornados, somos seres humanos, y como todos, tenemos problemas y necesitamos apoyo para 
salir de ellos. Para eso deberían ser respetados nuestros derechos como usuarios del sistema, que pide a gritos 
desestigmatización en todo lo que se refiere a nuestra salud; pide a gritos una nueva ley de Salud Mental. 


Gracias por escucharnos. 
Analía González, una usuaria más. 


SEÑORA PARIETTI (Soledad).- Soy integrante de Asumir -que es la asociación de usuarios de salud mental 
de Montevideo y el interior del país- y pertenezco a la Asamblea Instituyente por Salud Mental y 
Desmanicomialización y Vida Digna, la que también integra la Comisión Nacional por una Ley de Salud 
Mental; por una verdadera salud mental en nuestro país. 


En realidad, tardamos ochenta y un años en modificar esta ley, y creo que nos tenemos que dar permiso 
-ustedes y nosotros- para valorar esta instancia. Se trata de una ley muy antigua, aprobada durante la 
dictadura de Terra, en 1936. Los tiempos han cambiado -estamos en la era de la digitalización-, y no podemos 
seguir tratando a las personas de esa manera. 


Una ley de salud mental debe dirigirse a la población en general, no particularizarse como se hace en el 
primer artículo de la ley, en el que se refiere particularmente a aquellos "con trastorno mental". Se dirige solo 
a ellos, no a toda la población. Dicha denominación atenta contra la perspectiva de derechos humanos que se 
quiere implementar. 


El proyecto de ley no incluye el abordaje interdisciplinario en los diferentes momentos del proceso de 
atención, que permitiría un planteamiento psicosocial y comunitario en los dispositivos de atención. 


Nos preocupa especialmente la denominación de "salas de psiquiatría en hospitales generales"; esto nos 
suena muy fuerte, por ello pensamos que debería hacerse referencia a "Unidades Interdisciplinarias de Salud 
Mental". 


En la fase de decisión, el proyecto de ley no contiene garantías individuales en las internaciones 
involuntarias y en el pasaje de las internaciones voluntarias a involuntarias. Además, la valoración de "daño 
inminente" -realizada solo por una disciplina: la medicina- pone especial énfasis en la concepción de 
peligrosidad y no habilita un abordaje integral que contemple una decisión interdisciplinaria. Por tanto, las 
internaciones para las situaciones agudas serán tratadas en unidades especializadas de psiquiatría, y en el caso 
de niños y adolescentes, en hospitales pediátricos. En ambos casos la atención pasa por el saber médico, y la 
interdisciplinariedad no se encuentra presente; siempre lo están la medicina o la psiquiatría, y los otros 
saberes no se incluyen. La interdisciplinariedad como principio rector de una atención en salud mental se 
vulnera en varias fases del proceso de atención. Si bien en el artículo 19 del proyecto de ley se dice que la 
atención en salud mental estará a cargo de equipos interdisciplinarios en todos los niveles de atención, 
integrados por profesionales, técnicos y otros trabajadores de la salud con competencia en la materia, en la 
fase de decisión sobre la hospitalización de una persona, que comprende el comienzo del proceso de 
atención, solamente participa la medicina, sea esta de carácter voluntario, para la que bastaría "con la firma 
de un profesional médico" -artículo 27- o con carácter involuntario -artículo 31-, con la firma de "dos 
profesionales médicos". 


En el proceso del alta y del permiso de salida, que también forman parte del proceso de atención, quienes lo 
llevan a cabo son profesionales de la medicina, son facultad del médico tratante. 


Como advertimos, la interdisciplinariedad en todo el proceso de atención, fundamental para el 
reconocimiento de las personas en su integralidad, tal como lo exige la perspectiva de derechos humanos, no 
se encuentra presente. Por lo tanto, manifestamos la necesidad de modificar los puntos donde solamente se 
menciona el ejercicio médico y que pase a hacerse referencia a equipos interdisciplinarios porque somos un 
todo, no somos hasta el cuello algo y del cuello hacia arriba, otra cosa. 


También planteamos modificar que en situaciones agudas las personas sean tratadas en unidades 
interdisciplinarias de salud mental, y los niños y adolescentes en hospitales generales en donde funcionen las 
mismas unidades. 


Les quiero contar que en el lapso de un mes que me dio la sociedad médica para mi internación en una clínica 
privada, tuve la atención de un médico psiquiatra, pero no me sentí representada ni protegida. Se me había 
dado por escribir todo lo que hacía, desde que me levantaba hasta que me acostaba, y en una de las sesiones 
en que me vino a ver la psiquiatra -venía cada tantos días- le comencé a leer cómo me había sentido en los 
días anteriores, si me había sentido angustiada, si me había sentido segura y me dijo: "¿Qué me estás 
leyendo? Yo no vengo a escuchar lo que tú me lees; yo vengo a medicarte, nada más". En ese momento tomé 
la decisión de cambiar de psiquiatra y me sentí totalmente abandonada porque no veían cómo me sentía, si 
me estaba recuperando o si estaba en una crisis mayor; solamente me medicaba. El psiquiatra te dice: 
"Buenas tardes, ¿cómo estás? ¿Te receto los mismos remedios o te aumento? ¿Cómo te sentís?". Eso no 
puede ser. Creo que es una falta de respeto a la persona enferma. Precisamente, el enfermo mental es uno de 
los que necesita más apoyo en el sistema de salud. Los otros enfermos por supuesto que también, pero todo lo 
que tiene que ver con la psiquis necesita más apoyo y es fundamental y necesaria la integración de otras 
disciplinas que escuchen al enfermo y sepan cómo es su proceso. 


El proyecto de ley no establece una fecha tope para el cierre de las instituciones asilares y monovalentes en 
todo el territorio nacional, por lo tanto, se considera fundamental que se establezca el año 2020 como tope de 
cierre para las instituciones asilares y monovalentes, como lo establece el consenso de Panamá, así como 
también el desarrollo de las estructuras sustitutivas que debe iniciar desde la entrada en vigencia de esta ley. 


Muchas gracias por su atención. 


SEÑORA AZPIROZ (Fanny).- Soy integrante del Grupo de la Esperanza, una asociación de apoyo mutuo a 
familiares de personas que sufren esquizofrenia, e integro la Asamblea Instituyente; en las dos instituciones 
estoy en la Comisión Nacional por una Ley de Salud Mental. 


Agradezco a los representantes del pueblo el habernos dado la oportunidad de estar acá para trasmitirles 
nuestra situación relacionada con la salud mental. También agradezco las palabras de las compañeras Olga y 
Soledad, que son testimonios muy importantes. 


Me voy a referir a la iniciativa que ya tiene media sanción de la Cámara de Senadores. 


El proyecto de ley no incluye la creación de un órgano de revisión y supervisión independiente y autónomo 
que garantice la protección y el ejercicio de los derechos humanos de las personas de nuestro país. 


El órgano encargado de controlar y de supervisar la no vulneración de los derechos humanos en el proceso de 
atención en salud mental, tal como lo establecen los "Principios para la protección de los enfermos mentales 
y el mejoramiento de la atención en salud mental", de 1991, debe ser autónomo e independiente. Según el 
Principio 17 del documento mencionado, "El órgano de revisión será un órgano judicial u otro órgano 
independiente e imparcial establecido por la legislación nacional que actuará de conformidad con los 
procedimientos establecidos por la legislación nacional". 


La independencia, como característica recomendada por organismos internacionales, no se tendría en cuenta. 
En el artículo 39 se establece un órgano de contralor de las prácticas de atención en salud mental dentro del 
organismo que gestiona la política de la salud. El que desarrolla la implementación de la política en salud es 
el mismo que regula la no vulneración de derechos de los usuarios. El Ministerio de Salud Pública pasaría a 
ser juez y parte lo que, además de no tener en cuenta recomendaciones internacionales basadas en una 
concepción de derechos humanos, da cuenta de un conflicto bioético. 


Debido a estas consideraciones y, sin perjuicio de que exista una Comisión Nacional de Contralor de la 
Atención en Salud Mental dependiente del Ministerio de Salud Pública, creemos necesario un órgano de 
revisión dentro de la órbita del Poder Legislativo para que actúe como mecanismo independiente para la 
protección, promoción y defensa de los derechos humanos de las personas usuarias de los servicios de 
atención en salud mental. La autonomía de funcionamiento y financiera resulta imprescindible, así como la 
necesidad de mecanismos que protejan los derechos humanos como una política de Estado y no solamente de 
gobierno. 


La experiencia argentina, donde el órgano de revisión, según la Ley N? 26.657, se encuentra dentro del 
Ministerio Público de la Defensa, órgano de jerarquía constitucional, independiente, con autonomía funcional 
y financiera, ha demostrado ser una garantía en la protección de los derechos de las personas. 


El proyecto de ley no incluye la derogación de la Ley N* 11.139 del Patronato del Piscópata, del año 1948. 
Esta ley no armoniza con el actual proyecto de ley a estudio 


Asimismo, no establece ninguna consideración con respecto a la incapacidad civil y régimen de curatela en 
nuestro país. 


Actualmente y aún existiendo avances en la temática, nuestro país se encuentra en clara contradicción desde 
el punto de vista normativo con la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, Ley 
N* 18.418. Tan es así que durante el año 2016 el Comité de Seguimiento de la Convención de los Derechos 
de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas, al analizar el informe país, recomendó a Uruguay 
adecuar las normas vigentes, ya que son violatorias de los derechos humanos de las personas con 
discapacidad. Entre los textos normativos uruguayos que requieren inmediata modificación se encuentran la 
Constitución de la República, el Código General del Proceso y el Código Civil, estos últimos particularmente 
en lo que refiere al proceso de declaración de incapacidad. En este sentido, es necesario modificar el instituto 
de la incapacidad total -como está plasmado en el Código Civil-, buscando pasar a institutos como capacidad 
parcial y utilizar figuras como asistentes, representantes para algunos actos puntuales o la creación de 
sistemas de apoyo que promuevan la autonomía, faciliten la comunicación, la comprensión y la 
manifestación de voluntad de la persona para el ejercicio de sus derechos. Se debería reemplazar la figura del 
curador por la del sistema de apoyo para que la persona pueda tomar sus decisiones de manera acompañada y 
no que alguien le reemplace la voluntad. Tengo todo muy vivo de todo lo que se leyó y todas las 
manifestaciones de Soledad en cuanto a su vida y sus pesares. En el grupo La esperanza nos reunimos cada 
quince días y los familiares nos transmiten todas las fallas que encuentran en la atención de su querido 
familiar; muchas no tienen solución desde hace tantos años. Esperamos que este año sea muy importante para 
nuestros Representantes nacionales y que puedan hacer un esfuerzo en considerarnos y lograr un cambio 
realmente exitoso con este proyecto de ley. 


SEÑORA AZIKIAN (Olga).- Yo trabajo en la radio Vilardevoz y estamos acá con las compañeras para pedir 
que se apruebe este proyecto de ley. Todos sabemos que la ley vigente es vieja, pues cumplió ochenta años. 


Por otra parte, quiero decir que nadie está libre de pasar por una internación psiquiátrica. Ninguno está libre. 
Queremos que piensen en eso: a cualquiera de quienes estamos acá o a un familiar -madre, padre, hermano o 
hijo- le puede pasar lo que nos ocurrió a nosotros. Queremos que se piense eso. 


Apoyo lo dicho por las compañeras. Yo también viví internaciones, pero no me gusta contarlas porque ya las 
pasé y ahora estoy en otra etapa de mi vida. Integro la Radio Vilardevoz, la Comisión Nacional por una Ley 
de Salud Mental, donde trabajo y llevo adelante un estand. A través de este proyecto de ley queremos pedir 
más oportunidades para todos nosotros y una mejor calidad de vida cuando estamos internados. Hoy tengo 
compañeras internadas que sufren, las atan y las sobremedican. Esto es violar los derechos humanos de las 
personas desde todo punto de vista. Hoy estamos reclamando acá que este proyecto de ley se apruebe para 
que se terminen las violaciones a los derechos humanos que se hacen en los hospitales y en las colonias. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Quiero agradecer la presencia de todas y todos los integrantes de la comisión. 
No iba a hacer uso de la palabra, pero como participaron otras delegaciones y algunos diputados hicieron 
comentarios, decidí hacerlo. 


Antes que nada, quiero expresar mi reconocimiento a esta delegación y felicitar a todas las organizaciones 
sociales que trabajan en torno a esta comisión porque si hoy estamos discutiendo acerca de la salud mental y 


de la ley, es precisamente por el esfuerzo que han volcado durante décadas para visibilizar temas que en otros 
momentos no se visualizaban. 


Por otra parte, quisiera solicitar una copia del informe y del proyecto alternativo que esta delegación maneja 
con respecto al proyecto de ley votado en el Senado porque sería un aporte sustancial. 


Tuve acceso al documento y a la exposición realizada por esta delegación y quiero expresar mi total acuerdo 
con lo planteado. Esta discusión y debate no son nuevos. No creo que ello responda a visiones corporativas o 
que se encorsetan en aspectos disciplinarios sino que tiene que ver con una perspectiva mucho más global, 
como aquí se ha señalado, en cuanto al cumplimiento de los derechos humanos y cuáles son las mejores 
alternativas terapéuticas y los mejores mecanismos de abordaje. Creo que ese aporte es fundamental. Vamos a 
trabajar con ese documento. Ya teníamos un aporte previo, el proyecto presentado por la Asamblea 
Instituyente -que, según recuerdo, recogió más de diez mil firmas en apoyo a ese proyecto de ley- que 
entiendo que se despliega en estos nuevos aportes que hacen ahora estas organizaciones, que son más de 
cincuenta, con mucha representatividad en todo el país. Esto cuenta, sobre todo, con la participación de todos 
los usuarios, de las voces que durante tanto tiempo fueron silenciadas o calladas. Creo que hoy es 
fundamental que estén aportando en ese sentido. 


De nuestra parte, cabe señalar que asumimos este compromiso -como en otros momentos- de y trabajar en 
esta perspectiva que ustedes están defendiendo para que se pueda plasmar en este proyecto de ley. Insisto 
-también lo dije públicamente- : creo que lo votado en el Senado representa un avance pero requiere de 
mejoras sustanciales para que se logre contemplar aquellos elementos que están expresados en la exposición 
de motivos o que estuvieron presentes en la discusión que se llevó a cabo en el Ministerio de Salud Pública, 
previo al ingreso a la Cámara de Senadores. 


SEÑORA VIEL (Stella).- Con muchos de ustedes trabajé en el proyecto de ley desde el Ministerio de Salud 
Pública. Estoy de acuerdo con que es tarea de todos involucrarnos, sacar adelante este tema y ponerlo arriba 
de la mesa para que la sociedad sepa, que no sea ocultado. Este es un gran desafío. 


Creo que en este sentido vamos a tener que dejar, más allá de principios, un poquito de cada cosa para que 
este tema salga adelante. 


He pasado con Radio Vilardevoz momentos hermosísimos. Involucrarse desde las entrañas, no solamente 
desde el proyecto de ley, fue una gran experiencia, sobre todo en mi caso que por primera vez soy 
legisladora. Esta ha sido una experiencia muy gratificante porque es mucho más humano hacerlo entre todos, 
a que venga algo digitado. Lo digo en general, más allá de todas las iniciativas y proyectos de ley que hay 
aquí. 


Nuevamente, les doy la bienvenida y les agradezco porque para mí la experiencia con el proyecto de ley de 
salud mental fue riquísima; es como un hijo, es de uno, y ello es así porque todos estuvimos involucrados. 


Creo que esta sintonía debe seguir para saber cuándo no se puede llegar o por qué no se puede llegar. 
Cuando hay una ley, lo fundamental es hacer funcionar esa ley y que no quede en ley y que cada uno 
después, tome de la norma lo que le parece y deje lo demás. Ya dije que en esta función soy nueva y, a veces, 
tendría que hablar menos. Me parece que las leyes se deben cumplir porque están para que se cumplan y eso 
no pasa. Esto sucedió con la norma referida a los celíacos; los oímos y cuando analizamos la ley, advertimos 
que estaba todo incluido en ella. Se trata de hacer cumplir la ley. 


El desafío de hoy es enorme, y estamos en la mira. Cuando vinieron los argentinos al Sindicato Médico del 
Uruguay, yo participé de la reunión. Me parece que estamos en la mira de América Latina y un poquito más. 
Seguiremos apostando y ojalá que no nos lleve otro año más, que sea mucho menos. Cuenten con nosotros 
porque nosotros contaremos con ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos alegramos de la presencia de esta numerosa delegación porque es símbolo de 
apoyo. Este es un espacio inclusivo, participativo; nos gusta escuchar a todo aquel que tenga algo para decir. 


SEÑORA GIORDANO (Mónica).- También pertenezco al colectivo de la Radio Vilardevoz. 


Me parece importante hacer dos puntualizaciones. Una tiene que ver con lo que decía el señor diputado 
Núñez en el sentido de que esto no es una cuestión de corporativismos; acá nadie viene a desprestigiar ni 
desmerecer los roles, funciones o competencias que tienen algunas disciplinas como la psiquiatría. Creo que 
acá se habla de los efectos disciplinares en una práctica de muchos años en cuanto a la salud mental. Me 
parece que hoy Uruguay tiene la oportunidad de plantearse una ley en clave de derechos humanos en lo que 
refiere a la salud mental, y una ley de salud mental para todos y todas, que es muy importante. Como se dijo, 
nadie está exento de tener un problema de salud mental en algún momento de la vida. Creemos que ello debe 
estar contemplado o reflejado en este proyecto de ley; este es el momento y la oportunidad de contar con una 
legislación que contemple una problemática que no ha sido considerada desde hace muchos años. De hecho, 
tenemos una ley del psicópata, que no es una ley de salud mental, de más de ochenta años. 


Que hoy estemos acá miembros de la Comisión Nacional de Salud Mental, que nuclea a más de cincuenta y 
cuatro organizaciones muy diversas, da cuenta del movimiento social organizado y de que hay una necesidad 
en la sociedad en cuanto a que este tema sea tratado con seriedad y se puedan generar cambios necesarios. 
Eso fue lo que planteó el Poder Ejecutivo en el 2015 o 2016 con todo este trabajo que mencionaba la señora 
diputada Viel, que se hizo a través del Ministerio de Salud Pública. Todos quienes hoy estamos acá 
participamos de dicha labor. Allí se planteó un cambio de paradigma y un cambio en el modelo de atención. 
Si la ley queda como está hoy, eso no se va a lograr y en la práctica mucho menos porque nos va a costar ya 
que esa norma no permitirá generar un verdadero cambio de paradigma ni tener una atención de salud mental 
integral. 


Por último, quiero señalar que el proyecto de ley del Ministerio de Salud Pública contemplaba más aportes 
de las organizaciones sociales y en la iniciativa aprobada por el Senado eso fue desconocido, aunque la 
palabra suene fuerte. 


Hoy trajimos un documento con una fundamentación y también una propuesta de cambio para el articulado, 
que nos parecía importante hacer llegar. Esperamos seguir en este diálogo con nuestros Representantes para 
plantear las necesidades de nuestro pueblo. 


SEÑOR PEDERNERA (Luis).- Acudo en mi calidad de representante del Ielsur, institución que integra la 
Comisión Nacional pro Ley de Salud Mental. 


Quiero agradecer la invitación para presentar nuestro punto de vista como Comisión Nacional. Quizás esté 
de más decirlo, pero creo que el Parlamento se encuentra frente a una oportunidad histórica para cambiar un 
paradigma de atención en materia de salud mental, en el que se juegan tres cuestiones centrales. En primer 
lugar, la libertad y las garantías de las personas que en el proyecto a estudio están poco claras; en segundo 
término, la afirmación de los derechos, que en la iniciativa en consideración está planteada de manera vaga 
-hablamos de la afirmación de derechos como una responsabilidad indelegable del Estado de garantizar los 
derechos humanos- y, en tercer término, los controles jurisdiccionales, administrativos y de órganos de 
supervisión realmente independientes. 


Quiero marcar algo respecto a un punto que se corrigió en el proyecto que se aprobó en el Senado, aunque 
sigue siendo una iniciativa que presenta deficiencias. Me refiero al plazo máximo de internación de cuarenta 
y cinco días. En la exposición de motivos del proyecto que vino del Poder Ejecutivo se planteaba un plazo. 
Ahora en el articulado no aparece un plazo fijo que limite fuertemente la internación, sino la potestad de que 
puede extenderse hasta cuarenta y ocho días porque, cumplidos los cuarenta y cinco días, se tiene que 
informar al juez en un plazo de setenta y dos horas, quien puede determinar que la internación sea por tiempo 
indeterminado, de acuerdo a lo que le informen los equipos médicos. En esto hay que ser claro porque los 
plazos de internación en el derecho internacional o en los sistemas comparados tienen un límite máximo que 
no va más allá de los sesenta días para episodios agudos, en los que haya riesgo de vida para sí o para 
terceros. Y aquí hay otra cuestión: en el proyecto de ley a estudio de la comisión el concepto de riesgo 
aparece muy laxamente. No está asociado a riesgo de vida serio e inminente; simplemente se habla de riesgo 
y sabemos que ese concepto lo llena el operador de turno a gusto y placer según lo que entienda conveniente. 
Entonces, creo que en este sentido debería haber precisiones conceptuales claras como garantía para la 
persona. 


En cuanto a la asistencia letrada, se avanza en la cuestión del consentimiento informado. Ahora bien, en 
términos de la hospitalización involuntaria, en el proyecto no se determina quién tendrá la potestad para 
definir quién será el asistente letrado que se le designe a la persona que lo requiera. Por tanto, no se maneja 


como un derecho de la persona a quien se va a privar de libertad para que se preserve su garantía de tener un 
debido proceso. Esto también debe estar claro en el proyecto de ley. 


SEÑORA PARIETTI (Soledad).- Simplemente, quisiera hacer mi última reflexión: las personas internadas no 
se recuperan sin tener un grupo de pertenencia. Si se encuentran solas, de la forma en que están los 
compañeros en los distintos modelos existentes en el Uruguay, no hay recuperación para ellas. Y tampoco 
hay recuperación si no tienen actividades físicas, psicosociales, de grupo. Es imposible la recuperación solo 
con la medicación: puede ayudar en su momento pero ¿cada uno de los "trastornados", como nos llama el 
proyecto de ley, debe tomar medicación de por vida? Eso es lo que ellos pretenden y creo que tiene que 
cambiar porque nosotros lo necesitamos. Una de las cosas que nos preguntamos todos los días es cuándo 
podremos reducir nuestra medicación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos los testimonios que se han brindado: han sido todos muy 
descriptivos. 


Este proyecto tiene media sanción y como toda elaboración humana es perfectible, mejorable. La decisión 
que tomó esta comisión -entendemos que con buen criterio- fue hacer una revisión general, por supuesto que 
valorando los criterios que se tuvieron en cuenta en el Senado, pero sin que ello no nos permita estar abiertos 
ante sugerencias como las que se han realizado en el día de hoy. 


La Comisión queda totalmente a las órdenes: la idea ahora es escuchar a todas las delegaciones y 
organizaciones que así lo soliciten. Ustedes podrán seguir en contacto con todos los legisladores y 
comunicarse con la Secretaría si hubiera otras sugerencias u aportes de materiales que quieran hacer llegar. 
Yo soy de quienes creen que las leyes no se pueden aprobarse simplemente para hacer "cumplidos", son para 
cumplirse y que -en este caso- ello se traduzca en una mayor calidad de atención para los pacientes, para los 
usuarios. Si tenemos una ley linda, podemos decir que dimos un paso; pero podremos festejar solo cuando se 
materialice en los hechos y aquellas personas que atraviesan esta situación estén mayoritariamente 
contempladas. 


Por tanto, si bien vamos a actuar con la mayor velocidad y con la mejor dinámica posible, nunca caeremos 
en el cumplido, porque eso no sería trabajar con responsabilidad ni tratar un tema de estas características con 


la sensibilidad que amerita. 


El compromiso está y las puertas de la Comisión permanecerán abiertas, quedando a total disposición de los 
invitados. 


Se levanta la reunión. 
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